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    SALA LABORAL

          PEREIRA - RISARALDA


ACCIÓN DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA

Accionante: José Omar Velásquez.

Accionado: Instituto de Seguros Sociales.

------------------------------------------------------------

MAGISTRADO PONENTE: ILDEFONSO MUÑOZ CARDONA
Pereira Risaralda, diciembre doce [12] de dos mil ocho [2008].

Acta N° 0182 de diciembre 12 de 2008.

Se resuelve, dentro del término estipulado en el Decreto 2591 de 1991, la impugnación de la Acción de Tutela impetrada por el apoderado del señor José Omar Velásquez contra el Instituto de Seguros Sociales, mediante la cual pretende la tutelante la protección del derecho constitucional de Petición. No actúa el Magistrado Hernán Mejía Uribe quien se declaró impedido para conocer de asuntos donde sea parte el Instituto aludido y se le aceptó.
El proyecto, revisado y discutido, fue aprobado por el resto de componentes de la Sala y corresponde a la siguiente,




SENTENCIA:


1. HECHOS EXPUESTOS EN LA DEMANDA

Relata el accionante por intermedio de su apoderado que el día 23 de julio de la presente anualidad, presentó recurso de apelación contra la Resolución N° 004991 de 2008, ante el Instituto de Seguros Sociales, quien ha omitido resolver o pronunciarse de fondo y en forma clara frente al mismo, a pesar de haber transcurrido el término de dos meses que otorga el artículo 60 del Código Contencioso Administrativo, para esos eventos. 
Depreca, entonces, ordenar a la accionada se pronuncie de fondo respecto del recurso de apelación presentado el 23 de julio de 2008, tal y como lo establece la ley.


2. ACTUACIÓN PROCESAL

Admitida la acción por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de esta ciudad mediante proveído de 21 de octubre de 2008 [fl. 7], se ordenó correr traslado al Instituto de Seguros Sociales por dos días, dentro del término allegó escrito visible a folio 10, manifestando que el recurso de apelación fue resuelto desde el día 20 de septiembre de 2008, a través de la Resolución N° 2013 y notificado por edicto el 24 del mismo mes y año; conforme a lo expuesto solicitó dar por superados los hechos motivantes de la acción de tutela.


 3. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
El 04 de noviembre de 2008 se profirió decisión de primera instancia absteniéndose de pronunciarse de fondo respecto de la acción presentada por el señor José Omar Velásquez, argumentando que dentro del plenario se encuentra demostrado que el accionado resolvió de fondo el recurso de apelación interpuesto contra la Resolución N° 004491 del 28 de mayo de 2008, por lo que debe tenerse como un hecho realmente superado ya que con la decisión de la accionada no se están vulnerando los derechos invocados, independientemente que la decisión sea del agrado o no del apelante.


4. IMPUGNACIÓN

Inconforme con lo decidido interpuso impugnación el actor, por medio de su apoderado, solicitando revocar el fallo de tutela y se ordene proteger el derecho de petición. Argumenta en síntesis que si bien el Seguro Social al parecer emitió respuesta de fondo, la misma no se ha comunicado al peticionario, esto es que la copia de la resolución remitida al juzgado, al parecer es un solo proyecto de acto administrativo y ni siquiera tiene número de radicación, tampoco fue notificada legalmente, en tanto se notificó por edicto sin intentar en primer lugar la notificación personal. 

Se resuelve con fundamento en las siguientes,

5. CONSIDERACIONES DE LA SALA

El derecho de petición está consagrado en el artículo 23 de la Carta Política, y consiste en la facultad que tienen las personas de elevar solicitudes respetuosas ante las autoridades, y a obtener de ellas una respuesta pronta, completa y eficaz. Sobre el tema precisó la Corte Constitucional:

“El núcleo esencial del derecho de petición lo conforma no solo una pronta respuesta, la cual deberá resolver de fondo el asunto planteado, sino que la misma se produzca en los términos establecidos en la ley, así como por el hecho de que sea efectivamente comunicada al peticionario” 
Ese último requisito, referido a que efectivamente se le comunique al peticionario la respuesta que buscaba, brilla por su ausencia en el caso de estudio. En efecto, incurrió el juzgado en un error al suponer que con una respuesta dirigida al mismo se podía dar por superados los hechos que dieron lugar a la presentación de esta especial acción de amparo, cuando es otra la realidad, esto es que de ninguna manera el accionante ha recibido respuesta de fondo o específicamente su recurso no ha sido desatado ni debidamente notificado. 

En el presente caso se observa que, concretamente no se elevó una petición a la accionada, sino que se trata de la interposición de un recurso de apelación frente a un acto administrativo, respecto del cual la administración omitió pronunciarse o que por lo menos no notificó debidamente. Frente a esta situación la H. Corte Constitucional ha expresado: 

(…)
“La interposición del recurso de apelación no puede equipararse al ejercicio del derecho de petición; este derecho, consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, consiste en presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y obtener pronta resolución. Esto es muy diferente al derecho de litigar en causa propia o ajena. El litigio es la expresión del acceso a la justicia y dentro de ésta ocupa lugar destacado el derecho de interponer recursos contra los diferentes actos de la administración y contra las providencias de los jueces. Y tratándose de actos administrativos, éstos también son susceptibles de recursos, es más, es obligatorio hacerlo para previamente agotar la vía gubernativa y luego acudir ante la respectiva jurisdicción (ordinaria o contencioso administrativa). En efecto, interponer el recurso de apelación o de reposición sólo puede hacerse después de que ha habido pronunciamiento por parte de la administración. Si la decisión tomada, judicial o administrativa, no es del agrado de una de las partes, se tiene el derecho a impugnarla para que se revoque, modifique o adicione. Esto hace parte del derecho al debido proceso pero no del derecho de petición en sentido estricto.  
Pero este derecho, en el caso examinado, adquiere una connotación diferente, dado que el recurso de apelación que a la fecha no se ha surtido, era el mecanismo idóneo que tuvo a su alcance la actora para debatir ante la administración el fondo de la decisión que la desfavoreció, y en ese sentido estricto tiene un sentido diferente del derecho de petición como tal. Con la interposición de éste recurso, la actora pretendió discutir la legalidad de la actuación administrativa y la decisión tomada por el ente demandado respecto del derecho que pretendió hacer valer antes de acudir ante la jurisdicción contencioso administrativa. 
Pero, la actora, al encontrarse con el silencio de la administración frente al recurso interpuesto y viendo que se sobrepasaron los términos establecidos por la ley para tales efectos y no fue informada de la dificultad que originó la mora y el incumplimiento por parte de la administración, alegó la violación de su derecho de petición.
Y es precisamente en este caso, en que la falta de respuesta o la resolución tardía se convierten en formas de violación de aquél, y así la actuación que dio origen a esta situación específica es susceptible de la actuación protectora del juez mediante el uso de la acción de tutela, pues en tal caso es evidente que se conculca un derecho constitucional fundamental.
En este sentido esta Corporación ha repetido que la autoridad administrativa no puede abstenerse de responder, argumentando el silencio administrativo negativo, pues de hacerlo vulnera el núcleo esencial del derecho de petición, el cual debe originar una respuesta clara, pronta y sustancial con relación a lo solicitado. Incluso, la Corte ha dicho reiteradamente que el silencio es la principal prueba de la transgresión del derecho fundamental de petición.  
(..)
Es claro para la Sala, que por los argumentos esbozados, sí se da una clara transgresión del derecho fundamental de petición.
(…)
En el caso examinado se demuestra la inactividad de la administración con la ocurrencia del silencio administrativo negativo, hecho que traduce además, la omisión en las funciones que le competen.
Esta omisión en que incurre la autoridad al no responder las peticiones con la necesaria prontitud, es de por sí una violación del derecho de petición y acarrea la consiguiente responsabilidad disciplinaria. Aunque ello genera, por otra parte, la ocurrencia del fenómeno jurídico del silencio administrativo, pero no por ello queda relevada la administración del deber que se le impone de resolver la solicitud, pues sería inaudito que precisamente la comprobación de su negligencia le sirviera de pretexto para continuar violando el derecho.
Así las cosas, no es admisible la tesis según la cual, el silencio administrativo negativo constituye un medio de defensa judicial por cuya presencia se haga improcedente la acción de tutela; por el contrario, se hace aún más evidente la conculcación del derecho de la actora al no ver satisfechas sus pretensiones por parte del ente de la administración pública al cual se ha acudido.
Concluye por ello la Sala que la posibilidad así lograda de ejercer una acción judicial, no significa que el derecho fundamental de petición haya dejado de ser vulnerado, ni que pierda relevancia jurídica tal vulneración, ni tampoco que se haga inútil o innecesaria la tutela como garantía constitucional respecto de aquél, sino precisamente lo contrario: el sistema jurídico, ante la negligencia administrativa que dio lugar a la violación del derecho de petición, ha tenido que presumir la respuesta para fines procesales referentes a la materia de lo pedido.
(…) 
No obstante las consideraciones anteriores, la jurisprudencia de esta Corporación ha sido clara en señalar que la inobservancia de los términos para resolver oportunamente los recursos presentados contra los actos administrativos, transgrede el debido proceso, porque si la decisión tomada por la administración, bien sea judicial o administrativa, no es del agrado de una de las partes ésta tiene el derecho a impugnarla para que se revoque, modifique o aclare. Esto hace parte del derecho al debido proceso pero no del derecho de petición en sentido estricto.
Así, el administrado tiene el derecho a agotar las vías que considere y estime necesarias para hacer valer sus pretensiones y sus derechos; por ello, en el caso examinado, la actora a través de apoderada judicial, se vio en la obligación de controvertir la decisión del Instituto de los Seguros Sociales, Seccional Antioquia para hacer valer la pretensión que persiguió desde el mismo momento en que solicitó a la entidad, decisión que resultándole desfavorable impugnó sin obtener la debida respuesta, hecho que además del de petición, vulnera su derecho al debido proceso.
 
Del texto jurisprudencial transcrito se colige que la actitud pasiva de la accionada no puede entenderse como configurativa de un hecho superado, por el contrario, no sólo transgrede el derecho de petición invocado sino también el derecho al debido proceso, por lo que de modo alguno la funcionaria de primera instancia estaba relevada de emitir un pronunciamiento de fondo, es por ello que esta Sala de Decisión en aras de garantizar la efectividad de los derechos fundamentales del accionante, tutelará no sólo el derecho de petición invocado, sino también el derecho al debido proceso, en el siguiente sentido:

Disponer que el Gerente del Instituto de Seguro Social, Seccional Risaralda resuelva al señor José Omar Velásquez dentro de los tres (3) días siguientes a la notificación de esta providencia, el recurso de apelación interpuesto el día 23 de julio de 2008 contra la Resolución N° 004991 de 2008, término dentro del cual deberá igualmente ser notificado de la decisión que se genere. 

En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del pueblo y por autoridad de la constitución, REVOCA la sentencia de 04 de noviembre de 2008 proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira y, en cambio, TUTELA EL DERECHO DE PETICIÓN y AL DEBIDO PROCCESO al señor José Omar Velásquez, disponiendo que el Gerente del Instituto de Seguro Social, Seccional Risaralda resuelva al señor José Omar Velásquez dentro de los tres (3) días siguientes a la notificación de esta providencia, el recurso de apelación interpuesto el día 23 de julio de 2008 contra la Resolución N° 004991 de 2008, término dentro del cual deberá igualmente ser notificado de la decisión que se genere. 

Hágase conocer el contenido de esta decisión a las partes tutelante y tutelada, por medios idóneos y remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme al artículo 31 del Decreto 2591 de 1991.




Notifíquese y Cúmplase.




Los Magistrados,





ILDEFONSO MUÑOZ CARDONA


HERNÁN MEJÍA URIBE 
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
(Impedido)

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO

Secretaria.
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